
CC.OO. y UGT pactan una campaña para exigir su 
puesta en marcha 

 

Estatuto Básico de la Función Pública 
 

CC.OO. y UGT han acordado poner en marcha una campaña para recordar a la 
Administración del PP que tiene aparcado hace ya más de un año un acuerdo que el Sr. 
Rajoy vendió a bombo y platillo: el borrador de Estatuto Básico de la Función Pública. 

El Gobierno adquirió con los sindicatos firmantes un acuerdo que no se ha atrevido a 
cumplir, bajo la excusa de que esta ley debería tener un amplio consenso parlamentario, 
consenso al que no se prestan el resto de fuerzas políticas. 

Hay que aclarar que, siendo deseable el mayor consenso posible para una ley que 
pretende ser perdurable en el tiempo, no es menos cierto que es más fácil pronunciarse en 
contra del proyecto si este no entra al Parlamento, ya que no obliga a los distintos partidos 
políticos a dar explicación real y pública de su postura. Por otra parte, la obligación del 
Gobierno es cumplir lo que acordó, y esto no es otra cosa que dar curso parlamentario al 
borrador acordado. La sociedad es suficientemente madura como para juzgar –y reconocer 
electoralmente, en consecuencia- el comportamiento de cada fuerza política en un tema que 
afecta directamente a dos millones de empleados públicos, e indirectamente a toda la 
sociedad que es la receptora de sus servicios. 

No puede ser más que una excusa la falta de mayoría cuando a lo largo de la negociación 
se estuvo en permanente contacto con las Comunidades Autónomas –incluso llegaron a 
asistir a alguna reunión de la Mesa Negociadora-, especialmente con Cataluña, en una 
negociación a tres bandas cuyo resultado era aceptado, al menos, por el grupo político que 
sustenta al Gobierno catalán. 

Por último, el haber demorado tanto la entrada en el Parlamento del texto consensuado ha 
hecho que entremos en un período marcadamente preelectoral, periodo que a nadie se le 
escapa que no es el más indicado para lograr consensos como el que pretende el Gobierno. 

Nos encontramos, por tanto, ante las excusas de mal pagador y ante un incumplimiento 
producto de la propia falta de seguridad del PP y de la falta de voluntad política de sus 
dirigentes. 

Ante ello, CC.OO. y UGT vamos a poner en marcha una campaña de denuncia de esta 
mala gestión gubernamental, exigiendo que, sea cual sea el final que tenga la ley, se lleve al 
Parlamento y se defienda en los términos acordados, por parte del Gobierno y su grupo 
parlamentario. 

 


